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Santiago, treinta de enero de dos mil trece. 

 Vistos: 

 En estos autos Rol N° 4470-2012 Naviera Valdivia 

Limitada, Comercial Selva E.I.R.L. y Ricardo da Bov e Fierro 

denunciaron al Fisco de Chile, por actos del Minist erio de 

Obras Públicas y del Ministerio de Transportes y 

Telecomunicaciones, y a la Sociedad Marítima y Come rcial 

SOMARCO Limitada por atentados a la libre competenc ia con 

motivo de la licitación del Servicio Integral para el 

Transporte Fluvial y Lacustre de la Región de Los R íos, en 

relación con la conexión Niebla-Corral. Específicam ente las 

conductas imputadas fueron la existencia de un mono polio de 

privilegio, integración vertical artificial en el m ercado 

relevante, constitución de un subsidio indirecto al  

operador dominante en perjuicio de los otros y abus o de 

posición dominante y prácticas desleales por parte del 

concesionario integrado, lo que en concepto de los 

denunciantes constituye una infracción a los artícu los 3 y 

4 del Decreto Ley N° 211. 

 Por sentencia N° 121 de 10 de mayo del año 2012  el 

Tribunal de Defensa de la Libre Competencia decidió , en lo 

pertinente, acoger  la demanda deducida a fojas 171 y 

declarar (i)  que los demandados infringieron el artículo 3° 

del Decreto Ley N° 211 en los términos indicados en  la 

consideración quincuagésimo quinta de dicha sentenc ia, esto 

es, por haber el Fisco diseñado la Licitación en cu estión y 
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concedido al concesionario resultante facultades qu e 

posibilitaron e incentivaron el cobro de una tarifa  

exclusoria de competidores y por ende contraria a l a libre 

competencia; y por haber SOMARCO cobrado una tarifa  que 

produce los efectos descritos, pudiendo libremente haber 

establecido una que no excluyera o tendiese a exclu ir a sus 

competidores; y, (ii)  que la tarifa por recalada de naves 

en la infraestructura portuaria de Niebla y Corral fijada 

por Sociedad Marítima y Comercial SOMARCO Ltda. pro duce 

efectos exclusorios de competidores en el mercado d e 

transporte marítimo-fluvial entre tales localidades , en 

contravención a las normas de defensa de la libre 

competencia. 

 Conforme a ello se ordenó a la Sociedad Marítima y  

Comercial SOMARCO Ltda. fijar una tarifa por recala da de 

naves en la infraestructura portuaria de Niebla y C orral 

que no produzca efectos exclusorios de competidores  en el 

mercado de transporte marítimo-fluvial entre dichas  

localidades; para lo cual, en este caso, dicha tari fa 

deberá estar justificada en los costos de mantenció n y 

operación de la infraestructura portuaria, en conso nancia 

con lo razonado en la consideración cuadragésimo qu inta de 

la sentencia. 

A su vez se ordenó al Fisco de Chile que, por 

intermedio de los Ministerios correspondientes, des pués del 

vencimiento del Contrato de “Servicio Integral para  el 
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Transporte Fluvial y Lacustre de la Región de Los R íos”, y 

para el evento de optar por la realización de una n ueva 

licitación, escogiera alguna de las dos siguientes 

alternativas, en lo relativo a la conexión entre Ni ebla y 

Corral: (a) licitar separadamente o adjudicar a per sonas 

diferentes y no relacionadas entre sí o con uno o m ás 

usuarios de la infraestructura portuaria, los servi cios 

portuarios esenciales y los servicios de transporte  

relevantes; o bien, (b) en el evento de optarse por  un 

esquema de integración vertical entre ambos servici os, 

imponer al concesionario el deber de ajustar la tar ifa por 

recalada de naves al valor que resulte de dividir e l valor 

actualizado y anualizado de los costos y las invers iones 

totales en que deba incurrir y realizar el concesio nario 

para la mantención, conservación y explotación de l as obras 

portuarias construidas y por construir por el Minis terio de 

Obras Públicas para el atraque de embarcaciones en las 

rampas de Niebla y Corral, por el número total anua l 

esperado de recaladas en el período considerado, en tre 

todos los usuarios, incluyendo al adjudicatario de la 

licitación, y reduciendo del monto total de los cos tos e 

inversiones el monto de los subsidios que se conced an para 

financiar tales costos e inversiones, debiendo las Bases y 

el Contrato respectivo especificar tal monto o esta blecer 

los elementos que sirvan para su determinación. 
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Finalmente la sentencia condenó al Fisco de Chile a  

pagar las costas de los demandantes.  

A fojas 2047 el Fisco de Chile dedujo reclamación e n 

contra de la sentencia antes aludida y solicitó su 

enmienda, particularmente en la parte que ordenó a SOMARCO 

modificar su régimen tarifario por considerar que d icha 

resolución es contraria a lo dispuesto en el artícu lo 26 

del Decreto Ley N° 211, ya que ninguna de las medid as 

dispuestas en esta norma fue adoptada por el tribun al y 

porque esa decisión contraviene además lo resuelto en 

cuanto dispuso que sólo si los Ministerios decidier an 

efectuar una nueva licitación al vencimiento del pr esente 

contrato debían sujetarse a las fórmulas que la sen tencia 

disponía, sin afectar la actual licitación, todo el lo con 

costas. 

A fojas 2092 se agregó un avenimiento al que arriba ron 

las denunciantes y SOMARCO en el juicio arbitral se guido 

por esta última en contra de las primeras por el co bro por 

el uso de rampas. Dicho avenimiento fue rechazado p or el 

Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, sin pe rjuicio 

del valor del mismo en sede arbitral, según consta de la 

resolución que al efecto se dictó a fojas 2104. 

A fojas 2111 se hizo regir el decreto en relación. 

Considerando: 

Primero : Que el Fisco de Chile dedujo reclamación en 

contra de la sentencia N° 121/2012 dictada por el T ribunal 
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de Defensa de la Libre Competencia en la parte que ordenó a 

la Sociedad Marítima y Comercial Somarco Limitada a  fijar 

una tarifa por recalada de naves en la infraestruct ura 

portuaria de Niebla y Corral que no produzca efecto s 

exclusorios de competidores en el mercado de transp orte 

marítimo-fluvial entre dichas localidades, para lo cual 

dispuso que dicha tarifa debía estar justificada en  los 

actos de mantención y operación de la infraestructu ra 

portuaria, conforme a lo razonado en el mismo fallo . 

Segundo:  Que el Fisco adujo que la sentencia afecta la 

licitación cambiando su estructura tarifaria sin im poner la 

medida del literal a) del artículo 26 del Decreto L ey N° 

211, y de esta forma se alteran los actos administr ativos 

que conforman la licitación para el Servicio Integr al para 

el Transporte Fluvial y Lacustre de la Región de Lo s Ríos, 

en la conexión Niebla-Corral, específicamente se af ectan 

las Bases en su artículo 3.2.1 referido a la “Tarif a por 

recalada de naves en la infraestructura portuaria” que 

establecía como tarifa máxima el valor de $25.000 e n las 

rutas Lago Pirihueico, Lago Ranco y Niebla-Corral. Agrega 

que al alterar la tarifa, sin ordenar la modificaci ón de 

las bases, se afecta el principio de sujeción estri cta a 

las bases de la licitación, conforme al cual una ve z 

aprobadas éstas ellas son obligatorias tanto para e l 

organismo licitante como para los participantes, ta l como 
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se reconoce, por ejemplo, en el artículo 8 bis de l a Ley N° 

18.575. 

Enseguida, el reclamante aduce que el propio Tribun al 

ha reconocido que no existía antes de la licitación  un 

mercado de transporte de pasajeros y que el existen te sólo 

se limitaba al transporte de vehículos y de carga, asimismo 

el fallo admite que los demandantes no proveen los mismos 

servicios y que ellos conforman un mercado diferent e del de 

transporte de pasajeros. Alude el Fisco al concepto  de 

“Mercado” como “Sitio público destinado permanentem ente, o 

en días señalados, para vender, comprar o permutar bienes o 

servicios”; conforme a esta definición no existía h asta 

antes de la licitación mercado alguno de transporte  de 

pasajeros, pues los viajes que se realizaban eran e n forma 

esporádica. Así, arguye que es absurdo sostener que  si no 

existía este mercado de transporte de pasajeros se diga que 

para acceder a un mercado inexistente resultaba nec esario 

contar con un acceso a las rampas, que por lo demás  son de 

propiedad fiscal, ello porque el uso de las rampas sólo se 

justificaba para los demandantes en relación a la 

naturaleza del transporte que estos realizaban, que  no era 

otro que el de carga y transporte de vehículos mayo res. 

En tercer término el Fisco sostiene que la puesta e n 

marcha del contrato de concesión no significó la en trada de 

un nuevo oferente al mercado. Así, la interpretació n que 

efectúa el tribunal de los supuestos mercados de 
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transportes existentes en la zona lo induce a persi stir en 

la errada apreciación de los hechos expuestos en la  causa. 

Dice que la implementación del Plan de Conectividad  Austral 

desarrollado por el Estado no tiene como objetivo l a 

participación de éste como agente económico en merc ado 

alguno, de lo contrario habría conculcado el artícu lo 19 N° 

21 de la Constitución Política de la República, lo que no 

ha sucedido, como tampoco ha vulnerado el derecho a  la 

libre competencia sino que sólo se ha tratado del 

cumplimiento de las finalidades sociales que son 

características de los entes públicos. 

 En cuarto lugar el Fisco hace referencia en su 

reclamación al derecho del Estado al uso de infraes tructura 

fiscal. Arguye que el sentenciador no reparó en la 

diferencia entre bienes nacionales de uso público y  bienes 

fiscales recogida en el artículo 589 del Código Civ il. La 

sentencia señaló que el uso de las rampas dejó de s er libre 

y gratuito, sin advertir que las rampas son fiscale s y por 

tanto no son de uso público, que el hecho de que ha sta 

antes de la licitación no fueran objeto de regulaci ón 

obedeció a una mera liberalidad de éste y no podría  

considerarse de manera alguna restricción o vulnera ción a 

derecho alguno. Así, el Estado haciendo uso de su p ropia 

infraestructura decidió entregar su explotación y 

administración a particulares a través de un proces o 

licitatorio, abierto al público en general y sin má s 
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restricciones que aquellas contenidas en las bases de 

licitación, no pudiendo resultar dicho accionar un 

agravante o una conducta vulneratoria de la libre 

competencia. Agrega que la entrega de concesión de la 

administración de las rampas emplazadas en las loca lidades 

de Niebla y Corral efectivamente originó una activi dad 

económica en torno a dicha infraestructura, la cual  quedó 

regulada por el propio contrato de concesión. 

 En quinto lugar el reclamante afirma que el mercad o 

relevante es el de transporte de pasajeros por lo q ue la 

sentencia yerra al decir que los mercados relevante s son 

dos, pues el mercado relevante es el transporte de 

pasajeros entre dos localidades separadas por event os 

geográficos. Afirma que esto es importante porque e l fallo 

no reparó ni se hizo cargo de la función subsidiari a del 

Estado en actividades poco lucrativas para los 

particulares, ni en los deberes e imposiciones lega les que 

tiene éste, para llevar a cabo el bien común. Así, en la 

búsqueda de satisfacer el bien común el Estado defi nió por 

medio de leyes otorgar subsidios al transporte públ ico de 

pasajeros y subsidios focalizados a nivel regional,  y no 

sólo para el Transantiago, a fin de que la població n de 

todo el territorio nacional tenga acceso igualitari o a 

centros médicos, educacionales, recreacionales, de 

esparcimiento y a los lugares donde además puedan 

desarrollar sus actividades particulares, como come rcio 
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minorista o trabajos prestados en áreas de servicio s en 

centros urbanos. Indica que las empresas demandante s operan 

un mercado distinto, el que sólo tiene como regulac ión la 

normativa de seguridad que impone la Autoridad Marí tima 

dentro del ámbito de sus facultades, las demandante s son 

las que establecen por ejemplo el ordenamiento de c arga y 

descarga de los vehículos de las naves y fijan las tarifas 

y son soberanas para decidir si llevan o no pasajer os, 

animales y si aceptan o no el transporte de vehícul os de 

emergencia, policiales y ambulancias. Ellas fijan s us 

frecuencias, orientadas al servicio de las empresas  

productoras que intervienen como clientes. 

 En sexto lugar, se hace hincapié en que la licitac ión 

apunta a satisfacer la demanda del transporte de pa sajeros. 

El Plan de Conectividad Austral buscaba desde el pu nto de 

vista económico satisfacer una demanda en el transp orte de 

pasajeros existente y cubierta de manera muy precar ia y 

riesgosa por pequeñas embarcaciones, por ello resul ta 

incomprensible que el tribunal luego de haber estab lecido 

en su sentencia que los demandantes no proveen exac tamente 

los mismos servicios que el concesionario, al no 

transportar regularmente pasajeros ni cumplir deber es en 

cuanto a frecuencia, horarios y calidad, concluya 

posteriormente que los servicios de transporte de v ehículos 

de pasajeros y de carga son sustitutos, al menos 

parcialmente de los que provee la empresa concesion aria 
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SOMARCO. Lo anterior porque dos o más bienes son su stitutos 

si a consecuencia de un alza en el precio de uno de  ellos 

se origina un aumento en el consumo o en la demanda  de los 

otros. Esta relación de sustitución puede surgir po r 

razones técnicas o debido a los gustos del consumid or. En 

el caso de una licitación pública, donde el valor a  cobrar 

por el adjudicatario de la concesión está regulado en las 

bases de licitación, esa condicionante no será posi ble de 

ocurrir y no se puede entonces dar un aumento en el  valor 

de los bienes o servicios. Agrega que tampoco se pr oduce 

sustitución por aumento en el consumo de otros bien es o 

servicios, porque los servicios de transporte de pa sajeros 

no son otorgados por los demandantes, ni siquiera d e manera 

residual, los que se han avocado al transporte de v ehículos 

y de carga conformando un mercado diferente del de 

transporte de pasajeros, como lo ha concluido el pr opio 

tribunal. Además la sustitución no podría producirs e en la 

práctica por el servicio de transporte de pasajeros  porque 

no opera como un servicio que obedezca a las leyes del 

mercado es un servicio subsidiado, que no represent a un 

negocio en si para el Estado, pues con el se busca 

satisfacer necesidades de un colectivo o sociedad. Así, 

dice que debe enmendarse la decisión cuarta del fal lo por 

ser contraria al artículo 26 del Decreto Ley N° 211 , ya que 

ninguna de las medidas dispuesta por esta norma fue  

adoptada por el Tribunal y porque esa decisión cont raviene 
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el resuelvo quinto que dispone que si sólo los Mini sterios 

demandados decidieran nuevamente licitar, al vencer  este 

contrato deberán sujetarse a las fórmulas que indic a sin 

afectar la actual licitación. 

 Finalmente, la reclamación alude a la improcedencia  de 

la condena en costas que se ha hecho a su parte, en  

circunstancias que tuvo motivo plausible para litig ar, pues 

el Fisco representado por el Consejo de Defensa del  Estado; 

fue demandado por actos de los Ministerios de Obras  

Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, lue go era 

un imperativo legal para la institución asumir la 

representación y defensa de los intereses fiscales de 

acuerdo al artículo tercero de la Ley Orgánica del Consejo 

de Defensa del Estado, tampoco ha habido mala fe o ausencia 

de un fundamento legítimo, y no fue totalmente venc ido, 

pues si se revisan las peticiones de la  demanda, n o se 

acogió la petición de poner término a la licitación ; por el 

contrario, ella sigue operando, y tampoco se accedi ó a las 

demás solicitudes de las denunciantes.  

 Tercero: Que para una adecuada comprensión del asunto 

debatido conviene precisar que en el período anteri or al 

año 2008 el servicio de transporte de pasajeros y d e carga 

en el tramo Niebla-Corral se realizaba utilizando u nas 

rampas de hormigón que había construido el Minister io de 

Obras Públicas en el año 2002, uso que era libre y 

gratuito. En el año 2008 el Estado convocó a una li citación 
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pública a fin de adjudicar y concesionar el “Servic io 

Integral para el Transporte Fluvial y Lacustre de l a Región 

de Los Ríos: Lago Pirihueico, Lago Ranco y Conexión  Niebla-

Corral”. Por Resolución DGOP N° 27, de 5 de febrero  de 

2009, se adjudicó el contrato a la empresa Sociedad  

Marítima y Comercial Somarco Limitada. En el contra to el 

concesionario se obligó a mantener y conservar la 

infraestructura portuaria y las naves provistas por  el 

Estado, o las auxiliares que se requieran para pres tar 

adecuada e ininterrumpidamente el servicio, a contr atar 

diversos seguros para cubrir daños a la nave, a la 

infraestructura y a terceros, a entregar un reglame nto de 

operación y prestación de servicios, restituir las naves al 

término del contrato, entregar un registro con los horarios 

de zarpe y recalada. A su vez el adjudicatario adqu irió el 

derecho de explotar la concesión durante cinco años , 

percibir las tarifas por la prestación de los servi cios 

básicos previstas en las Bases y los aportes o subs idios 

establecidos en el contrato, obligándose el Estado a 

entregarle infraestructura y naves dentro de los pl azos 

convenidos. 

 Conforme a esta licitación, el uso de las rampas d ejó 

de ser gratuito y se permitió al concesionario cobr ar una 

tarifa por recalada, cuyo monto máximo ascendió a $ 25.000. 

 Dado este nuevo escenario, las actoras argumentan en 

su demanda contra el Estado que se ha infringido el  
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principio de subsidiariedad por cuanto la licitació n 

constituiría una intervención excesiva en el mercad o de 

transporte marítimo-fluvial en la conexión Niebla-C orral; 

que la Ley de Concesiones no ampararía la constituc ión de 

un monopolio en relación con los servicios de trans portes y 

sólo permitiría concesionar la infraestructura. Ade más, se 

afirmó que la licitación autoriza al concesionario para 

cobrar a sus competidores una tarifa por recalada q ue tiene 

como objeto y efecto excluirlos del mercado, sin pe rjuicio 

de hacer presente que el concesionario se convierte  en un 

prestador de servicios de transportes verticalmente  

integrado con la infraestructura portuaria.  

 En cuanto a SOMARCO, las demandantes sostuvieron q ue 

esta compañía habría abusado de su posición dominan te al 

efectuar cobros abusivos a los actores por el uso d e la 

infraestructura portuaria en la conexión Niebla-Cor ral y 

que se habría incurrido en actos de competencia des leal por 

medio del envío y publicación de un documento denom inado 

“comunicado” que habría desprestigiado a los mismos  con sus 

clientes. Este último aspecto quedó fuera del debat e al ser 

desechado y no reclamado. 

 Cuarto:  Que la sentencia impugnada consideró 

prioritario definir y caracterizar el o los mercado s 

relevantes para luego analizar el efecto actual o p otencial 

de las conductas cuestionadas en ellas a fin de est ablecer 

si dichos efectos son contrarios a la libre compete ncia y, 
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en el evento de ser así, determinar si concurre o n o alguna 

justificación para dichas conductas. 

 Quinto:  Que el fallo para los efectos de determinar el 

mercado relevante hizo una distinción que parece ra zonable, 

cual es la realidad existente antes y después de la  

licitación. Así estableció que antes de aquélla se 

verificaba un mercado de servicios de transporte de  

vehículos de pasajeros y de carga entre las localid ades de 

Niebla y Corral que era servido desde hace años por  los 

demandantes, quienes contaban cada uno con una barc aza y 

que utilizaban libremente las rampas construidas en  el año 

2002 por el Ministerio de Obras Públicas. 

 Después de la licitación, la sentencia estima que 

entró un nuevo oferente al mercado de servicios de 

transporte de vehículos y de carga, y que además el  acceso 

a las rampas dejó de ser libre y gratuito, porque s e 

autorizó a SOMARCO a cobrar por el uso de aquéllas.  

 Conforme a lo anterior el fallo concluye que la 

licitación originó un nuevo mercado que podría defi nirse 

como uno de prestación de servicios portuarios o de  acceso 

a infraestructura y en consecuencia son dos los mer cados 

relevantes. El primero, de servicio de transporte d e 

vehículos y de carga entre Niebla y Corral en el qu e 

participan SOMARCO y los demandantes; y el segundo,  de 

servicios portuarios necesarios para la recalada de  las 

barcazas que proveen servicios de transporte de veh ículos 



15 
 

de pasajeros y de carga entre las mismas localidade s y que 

tras la licitación estaría monopolizado por el 

concesionario, toda vez que no existirían alternati vas a la 

infraestructura existente entregada en concesión. S e 

sostuvo también que tanto los operadores privados 

existentes como el concesionario participan como 

demandantes de servicios en este último mercado. 

 Sexto:  Que dentro del contexto temporal y geográfico 

en el cual fluyen los hechos, se puede apreciar que  como 

política gubernamental se implementó la ejecución d el Plan 

de Conectividad Austral, cuyo objetivo fue asegurar  la 

conectividad del territorio mediante la provisión d e 

servicio de transporte marítimo, fluvial y lacustre  de 

pasajeros y de carga, con estándares de calidad de 

infraestructura y de servicios. 

 La realidad del transporte de la zona, hasta antes  de 

la licitación, y según reconocen las propias denunc iantes 

en su libelo de fojas 171, comenzó recién en el año  1998, 

por medio de la Barcaza Transbordador Bahía Corral,  de 

propiedad de un operador privado que realizó invers iones en 

rampas provisorias sin recibir subsidio alguno, qui en 

concedió acceso libre y gratuito a terceros; sin em bargo, 

no le fue posible a este empresario viabilizar 

económicamente su operación y abandonó el mercado e n el año 

2002. Ese año, el Ministerio de Obras Públicas cons truyó 

las actuales rampas de hormigón que son indispensab les para 
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prestar el servicio de transporte, a las cuales acc edían 

los armadores privados en forma libre y gratuita. S e 

reconoce que ya el Estado tuvo en ese entonces la 

iniciativa de establecer un número mínimo y periódi co de 

circuitos entre Niebla y Corral, y para ello contra tó 

primero con uno de los armadores entonces existente s y le 

subsidió con pagos mensuales a fin de que realizara  tales 

viajes en forma periódica, existiera o no demanda. En enero 

de 2008 caducó ese contrato y se adjudicó un nuevo período 

a la Naviera Valdivia -que se mantuvo vigente hasta  la 

ocurrencia de los hechos objeto de este juicio- con trato 

que aseguraba la existencia de cinco viajes diarios  ida y 

vuelta entre Niebla y Corral, en horarios que eran 

coordinados con la comunidad de Corral. El uso de l as 

rampas continuaba siendo gratuito. 

 Sin embargo, con el Plan de Conectividad Austral e l 

Estado buscó, según se dijo, no sólo asegurar la 

conectividad del territorio sino también que el ser vicio de 

transporte marítimo, fluvial y lacustre se prestara  con 

estándares más elevados en cuanto a calidad en los 

servicios y también en la infraestructura.  

 En efecto, al licitar el servicio se estableció co mo 

obligación del adjudicatario prestar los servicios de 

transporte de carga y de pasajeros en nueve ciclos diarios, 

realizar la mantención y conservación de la infraes tructura 

y las naves, controlar a toda nave que atraque/desa traque 
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en la infraestructura portuaria, para lo cual debía  

habilitar procedimientos que permitan el acceso y c ontrol 

de las naves, autorizando y controlando la operació n 

durante su permanencia, ello como evidente medida d estinada 

a garantizar la seguridad en la faena, debía manten er un 

refugio y servicios higiénicos en el sector del mue lle, 

mantener el perímetro del área cercado, todo el sec tor de 

acceso y explanada en condiciones de soportar el tr ánsito 

de vehículos, toda el área iluminada y hacerse carg o de la 

vigilancia de todo el sector. 

 De lo dicho queda en evidencia que la iniciativa 

buscaba una mayor eficiencia y calidad de los servi cios en 

beneficio de la comunidad, y conforme a ello puede entonces 

advertirse que en la especie se trataba de una conc esión de 

un servicio público –en su dimensión funcional- com o lo es 

el transporte público de pasajeros y de carga entre  

aquellas localidades distantes y geográficamente se paradas 

entre sí. 

 Séptimo:  Que tratándose de concesiones de servicio 

público, la regla general es que éstas se concedan bajo la 

forma de un monopolio, es decir, bajo la existencia  de un 

solo operador, con exclusión de otros partícipes en  el 

mercado. Sin embargo, aquí no se dio tal monopolio ni en el 

servicio de transporte ni en el uso de la infraestr uctura 

portuaria fiscal. 
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 En efecto,  en el caso del mercado de transporte, las 

denunciantes han seguido ejerciendo dicha labor, 

constituida por el transporte de carga y de vehícul os, 

aunque ellas arguyen que con dificultad. En lo que dice 

relación con el transporte de pasajeros, las actora s no son 

las que lo prestan, sino otros armadores que operan  dicho 

servicio a través de lanchas, y que en la actualida d, al 

menos así lo reconocen las propias demandantes, son  

alrededor de quince lanchas controladas por trece 

microempresarios. 

 En cuanto al uso de infraestructura portuaria, el 

Estado la entregó en concesión a la empresa SOMARCO , y la 

facultó para cobrar a terceros por su uso una deter minada 

tarifa que no podía exceder de $25.000 por recalada . Es 

decir, pese a que las partes están contestes en el dominio 

del Fisco sobre las rampas, las actoras cuestionan el cobro 

que se hace por su uso, por cuanto ven allí un meca nismo de 

exclusión de competencia, que la sentencia impugnad a ha 

recogido como tal, de lo que surge entonces la nece sidad de 

examinar el tema tarifario. 

 Octavo:  Que al respecto útil resulta considerar para 

estos efectos que el derecho de la competencia ha s ido 

definido como “aquella rama del derecho económico q ue tiene 

por objeto la ordenación de los mercados, tutelando  la 

competencia como sistema en el que se protegen los 

intereses de los competidores, consumidores y los d el 
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interés público” (Derecho de la Competencia en Amér ica, 

autor Jorge Witker Velásquez, publicado por el Fond o de 

Cultura Económica, primera edición Chile año 2000, página 

21.). 

 Como corolario de lo anterior, ha de examinarse si  con 

la licitación efectuada los intereses antes enuncia dos 

aparecen o no protegidos, pudiendo advertirse desde  ya que 

éstos se han mantenido incólumes; es más, se ha 

privilegiado el factor de eficiencia y seguridad en  la 

prestación de los servicios.  

En efecto, los consumidores se han visto beneficiad os 

por cuanto a través de la licitación se les ha dota do de un 

medio de transporte permanente y continuo, que les asegura 

nueve ciclos diarios independientes de la demanda q ue se 

genere; además, se ha mejorado la infraestructura p ara 

acceder a las embarcaciones, se han implementado me canismos 

de vigilancia en la operación portuaria, iluminació n, 

etcétera, lo que se traduce en una mejora ostensibl e de los 

servicios. 

En cuanto al interés público, este puede entenderse  en 

un doble sentido: primero, como manifestación del i nterés 

ciudadano, situación que se confunde con la del int erés de 

los consumidores y que, por lo tanto, vale lo dicho  a ese 

respecto; y en segundo término como manifestación d e los 

intereses del Estado, y en este caso también éste s e ve 

tutelado pues se ha asegurado a través de las oblig aciones 
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que asumió el adjudicatario la conservación y mante nción de 

la infraestructura portuaria de dominio fiscal. 

Finalmente, en cuanto al interés de los competidore s, 

cabe comprender aquí a los denunciantes que prestan  

principalmente el servicio de trasporte de carga y de 

vehículos; entre ellos, las reglas del mercado son 

similares, pues todos pueden seguir cubriendo las r utas que 

antes de la licitación hacían, todos ellos se ven e n la 

necesidad de utilizar las rampas fiscales en términ os más 

seguros que antes y todos deben pagar por dicho uso  tarifas 

que son similares, las que la licitación se encargó  de 

regular a través de la fijación de un monto máximo.  Ahora 

bien, en cuanto a la comparación de la situación de  SOMARCO 

y las demandantes, obviamente se constata una difer encia, 

pero ella obedece a que las cargas que tienen uno y  otro 

son también desiguales. Así, mientras las demandant es deben 

ahora pagar por el uso de las rampas, que antes era  

gratuito, no pesa sobre ellas ninguna obligación re specto a 

las instalaciones, salvo someterse a las reglamenta ciones 

que impone su uso como consecuencia de las ordenaci ones que 

debe implementar el adjudicatario para el control d el 

atraque y desatraque; en cambio, el adjudicatario s í tiene 

diversas obligaciones que le impone el contrato, co mo son 

la conservación y mantención de la infraestructura,  que 

evidentemente significan un costo mayor que el que tienen 

las denunciantes. Es cierto que recibe un subsidio estatal 
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por la actividad que se adjudicó y que además puede  

percibir los cobros por el uso de rampas, pero no h a de 

olvidarse que también está obligada a realizar un 

determinado número de ciclos de transporte diario, exista o 

no demanda. 

Noveno:  Que la sentencia impugnada realizó todo un 

análisis de los cobros a partir del fundamento cuad ragésimo 

cuarto y concluyó que la tarifa de $25.000 por reca lada no 

tenía justificación, que le reportaba utilidades a SOMARCO 

por sobre las que obtenía por el negocio del transp orte y 

que ello generaba un efecto contrario a la libre 

competencia porque producía desventajas de costos 

artificiales para los competidores y en definitiva 

desembocaba en efectos exclusorios cerrando el merc ado a 

actores distintos del concesionario verticalmente 

integrado. 

Décimo:  Que, sin embargo, la realidad que se desprende 

de autos demuestra que aquella aseveración no es ef ectiva, 

puesto que el mercado no se ha cerrado a un solo ac tor. En 

efecto, consta en autos que SOMARCO y las demandant es 

llegaron a un avenimiento en el juicio arbitral que  la 

primera inició contra las segundas por cobro de tar ifas de 

uso de infraestructura portuaria. Si bien dicho ave nimiento 

pretendía también poner término a este litigio entr e dichas 

partes, lo que no fue aceptado por el Tribunal de D efensa 

de la Libre Competencia según consta de la resoluci ón 
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dictada a fojas 2104, no es menos cierto que dicho acto 

jurídico deja patente que las actoras continúan ope rando en 

el mercado, que ninguna ha sido finalmente excluida  y que  

han acordado junto a SOMARCO la tarifa a solucionar  por el 

uso de la infraestructura. Así en la cláusula noven a del 

avenimiento se acordó que las demandadas de ese jui cio –

actoras de éste- pagarán a SOMARCO la suma de $20.0 00 más 

IVA por cada día de operación de cada una de sus na ves o 

uso efectivo de cualquiera de las rampas de Niebla o 

Corral, independiente del horario o número de recal adas que 

cada nave realice durante el respectivo día de oper ación. 

La circunstancia anterior evidencia que la activida d 

comercial de las denunciantes ha podido continuar 

desarrollándose en términos razonables, tanto es as í que 

han convenido la tarifa a pagar, la cual se enmarca  también 

dentro de los parámetros que había fijado la licita ción y 

de esta forma todos los actores partícipes de este mercado 

continúan operando en él. 

Undécimo:  Que de acuerdo a lo relacionado 

precedentemente, se hace innecesario efectuar razon amientos 

de tipo económico en cuanto a las tarifas desde que  las 

partes libremente en uso de la autonomía de la volu ntad han 

acordado sus valores, lo que hace desaparecer los r eproches 

que la sentencia formula en su consideración quincu agésima 

quinta respecto de los demandados y por ende se des carta 
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una contravención por parte de éstos al artículo 3°  del 

Decreto Ley N° 211. 

Duodécimo:  Que como consecuencia de lo anterior no se 

advierte la necesidad de mantener las medidas adopt adas en 

la sentencia, máxime cuando no se ha demostrado que  a todo 

evento en este caso la integración vertical haya si do 

contraria a la libre competencia, y por tanto tampo co 

resulta necesario condicionarla para futuras licita ciones 

dadas las variaciones económicas, políticas o socia les que 

pueden afectar a los mercados en el transcurso del tiempo. 

 Décimo tercero : Que resulta innecesario referirse a 

los demás argumentos de la reclamación, salvo consi derar 

que la condena en costas que se había impuesto al F isco no 

se justificaba si resultaba evidente el motivo plau sible 

que tuvo para litigar. 

 Décimo cuarto : Que si bien la empresa demandada 

SOMARCO no impugnó la sentencia dictada en su contr a por el 

Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, esta C orte 

Suprema tiene amplia competencia para pronunciarse sobre la 

materia, en atención a que el artículo 27 del Decre to Ley 

N° 211 le permite no sólo conocer de las reclamacio nes por 

las que se impongan medidas de las señaladas en el artículo 

26 sino también de la que absuelvan, y con todo, el  Fisco 

de Chile ha impugnado precisamente el fallo por afe ctar con 

su decisión una licitación pública en su globalidad  y con 

ello la estructura tarifaria de la misma. 



24 
 

Décimo quinto:  Que por todo lo expuesto se acogerá la 

reclamación deducida y se dejarán sin efecto todas las 

medidas adoptadas, por innecesarias. 

Por estas consideraciones y lo dispuesto en el 

artículo 27 del DFL N° 1 del Ministerio de Economía , 

Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundid o, 

coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211 d e 1973, 

se acoge la reclamación  deducida por el Fisco de Chile en 

lo principal de fojas 2047 en contra de la sentenci a N° 212 

de diez de mayo de dos mil doce, escrita a fojas 19 96 y 

siguientes y en consecuencia se dejan sin efecto  las 

decisiones III, IV, V y VI de la misma y se declara  que se 

rechaza en todas sus partes la demanda interpuesta a fojas 

171 por Naviera Valdivia Limitada, Comercial Selva EIRL y 

Ricardo Da Bove Fierro, sin costas por existir moti vo 

plausible para litigar. 

Regístrese y devuélvase con sus agregados. 

Redacción a cargo del Abogado Integrante señor 

Pfeffer. 

Rol N° 4470-2012.- 
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Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Supre ma 

integrada por los Ministros Sr. Héctor Carreño S., Sr. Pedro 

Pierry A., Sra. María Eugenia Sandoval G., el Minis tro 

Suplente Sr. Alfredo Pfeiffer R., y el Abogado Inte grante 

Sr. Emilio Pfeffer U. No firma, no obstante haber 

concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, el Ministro 

señor Pfeiffer por haberse ausentado. Santiago, 30 de enero 

de 2013.   

Autoriza la Ministra de Fe de la Excma. Corte Supre ma. 

 

En Santiago, a treinta de enero de dos mil trece, n otifiqué 

en Secretaría por el Estado Diario la resolución pr ecedente. 

 

 

 

 


